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Resumen 
Los cambios en el modelo actual de producción, van de la mano con nuevos hábitos de consumo, donde la 
economía circular juega un rol fundamental a la hora de un cambio de paradigma. En nuestro país, la Política 
Nacional de Producción y Consumo Sostenible, junto a la Ley de Responsabilidad Extendida (REP), están 
cimentando el camino hacia la materialización del ODS 12. Sin embargo, aún persisten importantes obstáculos 
a nivel regulatorio, cultural y productivo, a la hora de alcanzar los objetivos de cara a la próximas décadas. 

 

Introducción 
La materialización del Objetivo Nº12 de la Agenda 2030 de las Naciones Unidas, está ligado 
inevitablemente a un cambio en los métodos de producción y consumo de bienes y recursos. Ello 
porque la producción y consumo actual dependen del uso del medio ambiente y los recursos 
naturales, teniendo efectos destructivos sobre el planeta. 

Si bien el modelo ha traído progreso económico y social durante el último siglo, este mismo también 
ha generado una degradación medioambiental que pone en peligro los sistemas de sustento y 
nuestra propia supervivencia como especie. 

Reflejo de aquello, es que cada año se estima que un tercio de toda la comida producida (1.300 
millones de toneladas equivalentes a 1 billón de dólares), acaba desperdiciada en la basura o 
estropeándose debido al transporte, quedando descartada para su venta y/o consumo. Asimismo, la 
agricultura es el principal consumidor de agua en el mundo y el riego representa casi el 70% de toda 
el agua dulce disponible para el consumo humano, acaparando más de dos tercios del demanda 
global.1 

De igual manera, si todas las personas utilizaran ampolletas de bajo consumo, el mundo se ahorraría 
US$120.000 millones anuales. Mientras que de alcanzarse las proyecciones de 9.600 millones de 
habitantes para el 2050, se necesitarían casi tres planetas para satisfacer el consumo y estilo de vida 
actual2, reflejando la insostenibilidad del sistema vigente. 

 
1 Naciones Unidas, “Objetivo 12: Garantizar modalidades de consumo y producción sostenibles”. En: http://bcn.cl/2r8xg  
2 Ibíd. 
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ODS 12 en Chile 
En materia de producción y consumo sostenible, la política nacional vigente tiene como objetivo 
contribuir a la transición nacional en la materia, a través de tres líneas de acción: la creación del 
Comité Interministerial de Consumo y Producción Sustentable; el Programa Nacional de Consumo y 
Producción Sustentables; y el Plan de Acción de Consumo y Producción Sustentable (2017-2022). 

En cuanto al Comité, y debido a la naturaleza intersectorial de la problemática, se conformó un 
equipo de 20 representantes de sectores públicos, con el propósito de coordinar las acciones y 
políticas en la materia a nivel país. 

Por su parte, el Programa Nacional está compuesto por 12 líneas de acción3 que impulsan un 
crecimiento económico que contribuya a la protección del medio ambiente y la equidad social. El 
programa -elaborado por el Comité Interministerial- plasma las iniciativas de cada sector involucrado, 
con el objetivo de potenciarlas de manera conjunta. 

Mientras que el Plan de Acción, es el responsable de detallar las iniciativas y acciones concretas 
comprometidas para llevarse a cabo, junto con definir plazos y actores responsables de cada de 
ellas. Dicho Plan fue elaborado por el Comité y el primer de ellos fue concluido en diciembre de 2017 
para el periodo 2017-2022. 

Sin embargo, previo a dichos esfuerzos, existen algunos importantes hitos que han cimentado el 
camino al actual entorno de producción y consumo sostenible. En julio de 2000, se conformó en 
nuestro país el entonces Comité de Fomento a la Producción Limpia (Consejo de Producción 
Limpia), una iniciativa público-privada que surgió al alero de CORFO, con el fin de impulsar e 
incentivar el uso de prácticas de producción limpia, a través de la incorporación de tecnologías           
-limpias- en los procesos productivos.4 

Fruto del interés y éxito de la iniciativa, en 2003 se dio inicio a los Acuerdos de Producción Limpia 
(APL), un convenio público-privado de carácter voluntario entre diversos sectores productivos y 
organismos públicos. Los APL son instrumentos de gestión que se aplican a los procesos de 
producción, los productos y servicios, con el fin de mejorar las condiciones productivas, ambientales, 
de higiene y seguridad laboral. Un APL es un compromiso voluntario firmado por todas las partes 
involucradas, en donde cada cual se compromete a acciones concretas y definidas de producción 
limpia en un periodo determinado.  

En octubre de 2012, las Naciones Unidas validó internacionalmente a los APL como la primera 
Acción de Mitigación Nacionalmente Apropiada (NAMA en inglés), poniendo en valor la estrategia de 
fomento a la sostenibilidad implementada por el Consejo. 

En 2016, como fruto de los nuevos compromisos adoptados por Chile en el Acuerdo de París, el 
Consejo de Producción Limpia pasó a llamarse Agencia de Sustentabilidad y Cambio Climático 

 
3 Construcción Sustentable; Información al Consumidor; Empresas de Menor Tamaño Sustentable; Turismo Sustentable; Estilo de Vida 

Sustentable y Educación; Gestión de Residuos; Alimentación Sustentable; Ciudades Sustentables; Energía Limpias y Eficiencias 
Energéticas; Industria Sustentable; Sustentabilidad en el Sector Público; y Gestión de Agua. 
4 El Comité surgió para dar continuidad al trabajo realizado por la Secretaria Ejecutiva de Producción Limpia del Ministerio de Economía, 
creada a su vez como parte de la Política de Fomento a la Producción limpia (1998) del Comité Interministerial de Desarrollo 
Productivo, durante el gobierno del presidente Frei. 



 

(ASCC).5 

Mientras que a mediados de 2016 fue promulgada la Ley Marco para la Gestión de Residuos, la 
Responsabilidad Extendida del Productor (REP) y fomento al Reciclaje (N°20.920), y con ello uno de 
los mayores hitos en la materia. 

Esto debido a que la denominada “Ley REP” representa un instrumento económico de gestión de 
residuos que obliga a los productores de productos prioritarios6 a organizar y financiar la gestión de 
los residuos derivados de los productos que colocan en el mercado, una vez que terminan su vida 
útil. De este modo, el Ministerio de Medio Ambiente establece metas de recolección y metas de 
valoración a los productores, mientras ellos se hacen cargo del cumplimiento de las metas a través 
de “sistemas de gestión”, en forma individual o colectiva. 

Para ser gestores de residuos, deben primero registrarse como gestor REP en la plataforma 
electrónica (RECT), ya sea como persona natural o jurídica, pública o privada. Los gestores pueden 
incluir a municipalidades o asociaciones de municipales; recicladores de base; empresas de 
recolección y empresas de reciclaje. 

Por su parte, a nivel de consumidores, de acuerdo a la Ley es responsabilidad de ellos separar los 
residuos en origen, entregarlos en lugares de recolección establecidos por los sistemas de gestión, 
junto con incentivarlos a comprar productos con mayor vida útil. 

En Chile se generan alrededor de 17 millones de toneladas de residuos al año, de las cuales 7 
millones corresponden a residuos domiciliarios y solo el 10% de estos últimos son reciclados. Con la 
Ley REP se espera aumentar el porcentaje al 30% en cinco años, e involucrar no solo a productores, 
sino también empresarios, consumidores y a los gestores de residuos.7 

Desde su promulgación a la fecha, la Ley REP ha avanzado en un proceso paulatino para afianzar y 
establecer plazos para su cumplimiento. Es así como en octubre de 2018 se estableció el reglamento 
del RETC que define las metas de valorización y recolección de los neumáticos, en diciembre de 
2020 fue el turno de los aceites lubricantes, marzo de 2021 envases y embalajes, mayo de 2021 
aparatos electrónicos y pilas. Mientras que con respecto a las baterías –el último de los seis 
productos prioritarios-  el decreto de metas se encuentra aún en proceso de elaboración. 

Se estima que la Ley Marco para la Gestión de Residuos, la Responsabilidad Extendida del 
Productor (REP) y fomento al Reciclaje (N°20.920) contempló un presupuesto inicial de 6.000 
millones de pesos (US$8.7 millones). En su quinto año (2021) se contemplan cerca de 4.000 millones 
de pesos, para gastos de operación (personal, bienes y servicios), 2.000 millones para el Fondo de 
Reciclaje y 50 millones para gastos transitorios.8 

 
5 ASCC. “Acuerdos de Producción Limpia”. En: https://www.ascc.cl/pagina/apl  
6 Los productos prioritarios son: aceites lubricantes; aparatos electrónicos; envases y embalajes, neumáticos; pilas; y baterías. Son 

considerados prioritarios, porque son de consumo masivo, volumen significativo, tres de ellos son residuos peligrosos, con factibles de 
valorizar y se puede generar una regulación comparada con ellos. 
7 Ministerio de Relaciones Exteriores, “Nueva Ley de Reciclaje: Chile avanza en sus compromisos medioambientales con la OCDE”. En 

http://bcn.cl/2rchb    
8 Ministerio de Medio Ambiente, “Ley de fomento al Reciclaje”. En: http://bcn.cl/2rchc  
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Por su parte, la Superintendencia del Medio Ambiente (SMA) es el organismo competente para 
controlar y fiscalizar, tanto el cumplimiento de las metas y obligaciones de cada producto prioritario, 
como el funcionamiento del sistema de gestión y el cumplimiento del deber de entrega de 
información y demás obligaciones establecidas en la ley. 

Es por ello que durante julio de 2021, el Ministerio de Medio Ambiente anunció la construcción de 
354 puntos limpios financiados por empresas para cumplir la normativa, a la espera de la 
implementación de la recolección a domicilio de los reciclables. Las empresas agrupadas en un 
sistema de gestión deberán instalar y operar instalaciones de recepción y almacenamiento de 
residuos, tanto de envases y puntos limpios, como de centros de acopio.9 

Por otro lado, y como reflejo del fortalecimiento de la normativa, en septiembre de 2021, el Ministerio 
de Medio Ambiente anunció la incorporación de tres nuevas industrias a la Ley REP, entre ellas los 
productos textiles, medicamentos y los artículos de pesca. El Artículo 10 de la Ley 20.920, permite 
incorporar por decisión ministerial otros productos prioritarios para ser sujetos a las metas 
obligatorias de recolección y valorización, por parte de los productores y quienes comercializan 
dichos productos en el mercado nacional.10 

Cambio de paradigma 
Bajo este mismo contexto, el 3 de septiembre, el presidente Sebastián Piñera firmó el decreto que fija 
la “Hoja de Ruta para un Chile Circular al 2040”, una política nacional que establece metas para el 
2030 y 2040, con el fin de implementar un cambio de paradigma tanto en la industria como en los 
consumidores.11 
 
La economía circular constituye un cambio profundo en las formas de producción y consumo, 
dejando atrás la lógica tradicional y lineal (extraer-producir-consumir-desechar), para avanzar hacia 
un modelo circular donde los materiales que entran en el ciclo económico, puedan ser aprovechados 
durante el mayor tiempo posible o de manera indefinida. 
 
La Hoja de Ruta propone 27 iniciativas, vinculadas a 7 metas, cada una compuesta por acciones 
específicas, agrupadas en torno a cuatro grandes ejes de acción:  
 
i) Innovación circular: Fomentar la creatividad del sector productivo en la implementación de 

sistemas de producción con menores impactos socioambientales.  
ii) Cultura circular: Difusión de hábitos circulares para la materialización de un cambio cultural 

profundo. 
iii) Regulación circular: Agenda de cambios a nivel regulatorio impulsada principalmente a nivel 

central del Estado, ministerios y servicios sectoriales.  
iv) Territorios circulares: Cambios impulsados por actores territoriales (gobiernos regionales, 

municipalidades, organizaciones sociales o gremios empresariales) para promover 
infraestructura y equipamiento local para la economía circular. 
 
 

 
9 Diario Financiero, “Medio Ambiente anuncia la construcción de 354 puntos limpios financiados por empresas para cumplir normativa 

REP”. En: http://bcn.cl/2rchd  
10 Diario Financiero, “Medio Ambiente sumará ropa y textiles a la Ley REP”. En: http://bcn.cl/2rche  
11 Ministerio de Medio Ambiente, “Hoja de Ruta para un Chile Circular al 2040”. En: http://bcn.cl/2rchf  
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Otros avances  
En diciembre de 2019, la ASCC, junto a Sofofa, la Superintendencia del Medio ambiente, Sernac y la 
Asociación de Consumidores Sustentables, firmaron oficialmente el APL para implementar una eco 
etiqueta en los envases y embalajes del país.  

Dado el interés que generó la iniciativa, en junio de 2020, se dio a conocer el sello “Elijo Reciclar”, un 
piloto masivo de una eco etiqueta que entrega información certificada a los consumidores sobre la 
reciclabidad de envases y embalajes de productos de consumo masivo.12 

Asimismo, se lanzo la plataforma www.elijoreciclar.cl para informar a la ciudadanía sobre los 
lineamientos de la eco etiqueta y sus objetivos, junto con información sobre cómo y dónde se pueden 
reciclar los envases y los requisitos para que estos cuenten con el sello de reciclaje. 

En paralelo a ello, en agosto de 2021, ingresó a la Cámara de Diputadas y Diputados, el proyecto de 
ley que establece la creación de una política nacional de etiquetado de productos, que informe 
respecto de sus impactos y externalidades medioambientales, de forma tal de otorgar a los 
consumidores información fidedigna, certificada y de fácil entendimiento, que les sirva como factor al 
momento de la decisión de consumo.13 

El proyecto ingresado por el diputado Francisco Undurraga, busca fijar un marco de mínimos que 
deberán respetar esta política y sanciona su incumplimiento. Su implementación sería gradual, tres 
años desde publicada la ley, con el fin de asegurar la adaptación a esta exigencia. La moción 
considera que transparentar esta información, generará -por una parte- en los productores los 
incentivos suficientes para que adopten procesos de producción amigables con el medio ambiente, 
mientras en los consumidores, se espera generar conciencia sobre el impacto de sus decisiones al 
momento de comprar. 14 
 

Conclusiones 
La crisis climática ha despertado en las empresas y los consumidores, la preocupación por integrar la 
sostenibilidad de manera legítima a sus esfuerzos, en miras a una producción y consumo cada vez 
más responsable. La importancia de generar alianzas publico-privadas que promuevan acciones 
concretas en torno a la sostenibilidad, son cada vez más relevantes en un contexto donde los 
consumidores conscientes de ello, buscan productos y servicios que se alineen con sus valores y 
estilos de vida. 

No obstante, desde el Estado es fundamental generar un marco normativo que promueva nuevas 
exigencias y responsabilidades a la hora tanto de la producción como del consumo. Para ello, el 
cambio de paradigma que trae consigo la economía circular es la piedra angular en miras a construir  
nuevos hábitos tanto para las industrias como los consumidores y así abordar la meta 12.5 “De aquí 
a 2030, reducir considerablemente la generación de desechos mediante actividades de prevención, 
reducción, reciclado y reutilización”. 

 
12 Ministerio de Medio Ambiente, “Sello informará a los consumidores sobre la reciclabilidad de los envases de productos”. En: 

http://bcn.cl/2r8wu  
13 Senado, “Boletín 14540-12”. En: http://bcn.cl/2r8xc  
14 Emol, “ Eco-etiquetado: El proyecto de ley que busca informar a los consumidores sobre el impacto ambiental de lo que compran”. 

En: http://bcn.cl/2r8xk  
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Mientras la Ley REP -a cinco años de su promulgación- empieza en 2021 a afianzar su impacto y 
alcance en torno a la gestión de residuos de sus productos prioritarios, ya se visualiza la 
incorporación de nuevas industrias altamente contaminantes, como la textil, medicamentos y los 
artículos de pesca. Sin embargo, su incorporación también tendrá que ir de la mano de una fuerte 
regulación y  fiscalización en la materia, que asegure su correcto cumplimiento dado su impacto 
medioambiental.  

Los esfuerzos de Chile por la implementación de una Ley REP, se enmarcan en los compromisos y 
recomendaciones establecidos por la OCDE, en materia de gestión de residuos y economía circular, 
políticas que fueron implementada con éxito entre los países miembro del organismo y tienen a 
Japón, Suecia y Alemania como líderes.   

Asimismo, la Hoja de Ruta de la Economía Circular busca complementar los esfuerzos por abordar la 
producción y el consumo sostenible en el país, implementando un cambio de paradigma que 
incorpore dimensiones como la innovación, la cultura, la regulación y los territorios, junto con metas 
específicas ligadas a iniciativas a largo plazo. 

En este sentido, desde el Congreso, han existido mociones que han buscado promover principios de 
economía circular en la administración del Estado a través de las compras públicas, con el fin de 
mejorar la transparencia y probidad, tal como lo propone el proyecto de ley (Nº14137-05), 
actualmente en tramitación.15 Sin embargo, la Hoja de Ruta para un Chile Circular, ya contempla las 
compras públicas circulares como una de las 27 iniciativas específicas. 

Por otro lado, las iniciativas de eco etiquetado, como las surgidas al alero de la ASCC y el reciente 
proyecto de ley (Boletín 14540-12), buscan promover decisiones de consumo informadas, que 
fomenten tanto el reciclaje como la conciencia sobre el impacto medioambiental de la demanda de 
productos. En sintonía con la meta 12.8, que busca “de aquí a 2030, asegurar que las personas de 
todo el mundo tengan la información y los conocimientos pertinentes para el desarrollo sostenible y 
los estilos de vida en armonía con la naturaleza”. 

Este tipo de iniciativas son de gran relevancia, en un contexto donde nos encaminamos hacia la 
última década de cumplimiento de la Agenda 2030 y ante el retroceso ambiental generado por la 
pandemia, razón por la que urge propiciar cambios en el modelo de producción y consumo. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
15 Senado, “Boletín Nº14137-05”. En: http://bcn.cl/2b50o  

 
Este trabajo ha sido elaborado a solicitud de parlamentarios del Congreso Nacional de Chile, bajo sus orientaciones y particulares 

requerimientos. Por consiguiente, sus contenidos están delimitados por los plazos de entrega que se establezcan y por los parámetros de análisis 
acordados. No es un documento académico y se en- marca en criterios de neutralidad e imparcialidad política. 
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